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LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL COLOMBIANO 
 
“una de las cusas del olvido y alienación de las 
víctimas dentro de la justicia penal fue el haber 
mutado el objeto de la protección de derechos de las 
personas por bienes jurídicos” Kai Ambos
1
 
 
 
Abstract 
El ordenamiento procesal colombiano en menos de 20 años ha tenido tres códigos 
de procedimiento penal, cambios que parecían tener una tendencia común, mayor 
protección a los derechos de las víctimas, como se podía ver tanto en las normas 
como las sentencias de las altas Cortes, sin embargo en el año 2004 al interior de 
la Corte Constitucional se dio un giro en las consideraciones de sus fallos que se 
consolidó en el 2007. 
 
Palabras claves: Víctima, victimología, proceso penal acusatorio, partes, 
intervinientes, delito, procesado, derecho internacional, pacto, convención, control 
de convencionalidad. 
  
                                            
1
 AMBOS, Kai y MONTEALEGRE, Eduardo. “Constitución y sistema acusatorio, un estudio de 
derecho comparado”. Bogotá: Universidad Externado, 2005. Pág. 51 y ss. CITADO POR: CERÓN 
ERASO, Leonardo Efraín. “LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL COLOMBIANO. Un análisis 
constitucional de la Ley 906 de 2004 desde la perspectiva victimológica”. Bogotá: Ediciones 
Doctrina y Ley, 2008. Pág. 36 
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Es innegable que la víctima en los últimos 20 años ha comenzado a tener un 
mayor protagonismo en el proceso penal, no sólo en el ámbito nacional sino 
también internacional, una de las principales razones tiene que ver con el impulso 
que ha ganado la criminología moderna así como la nueva ciencia llamada 
victimología2. La cuál tiene sus inicios como explica MOLINA: paradójicamente, no 
en pro de los intereses de los ofendidos con la conducta delictual sino, por el 
contrario, para una explicación más holística del crimen que permita determinar el 
grado de responsabilidad del autor y la individualización de la pena atendiendo al 
margen de participación de la víctima en el acto antisocial3.  
Posteriormente, en la década de los setentas4, se genera una ruptura 
epistemológica que da como resultado una nueva Victimología, como una 
respuesta de la academia para concientizar a las víctimas, promover sus 
derechos, crear una presión política y devolverles el protagonismo en un conflicto 
que le era propio5.  
Todos estos cambios en la doctrina penal no fueron ajenos al ámbito jurídico 
nacional, en el cuál, ya desde la promulgación de la Constitución veía un amparo 
para sus derechos6, al igual que el desarrollo de una variada legislación, empero 
para el modelo o concepción que se tenía del proceso penal la víctima sólo era un 
                                            
2
 MÁRQUEZ CÁRDENAS, Álvaro Enrique. LA VÍCTIMA EN EL SISTEMA ACUSATORIO Y LOS 
MECANISMOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA. Bogotá: Universidad Militar Nueva Granada y 
Grupo editorial Ibáñez, 2010. Pág. 13. 
3
 MOLINA ARRUBLA, Carlos Mario. Introducción a la Criminología. Medellín: Editorial Dike, 1994. 
Pág. 122 y ss.  
4
 GAVIRIA LONDOÑO, Vicente Emilio. La Acción Civil en el Proceso Penal Colombiano. Bogotá: 
Universidad Externado, 2003. Pág. 15. 
5
 CERÓN ERASO, Leonardo Efraín. LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL COLOMBIANO. Un 
análisis constitucional de la Ley 906 de 2004 desde la perspectiva victimológica. Bogotá: Ediciones 
Doctrina y Ley, 2008. Pág. 25 y 26. 
6
 “ARTÍCULO 250. Corresponde a la Fiscalía General de la Nación, de oficio o mediante denuncia 
o querella, investigar los delitos y acusar a los presuntos infractores ante los juzgados y tribunales 
competentes (…). Para tal efecto la Fiscalía General de la Nación deberá: 
 (…) 4. Velar por la protección de las víctimas, testigos e intervinientes en el proceso”. Texto 
original, antes del Acto Legislativo 03 de 2002. 
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pretexto para iniciar una investigación o en el mejor de los casos, una prueba más 
dentro de la investigación o el juzgamiento7. 
Por lo tanto se pasará a analizar cómo ha sido la participación de la víctima en el 
procedimiento penal, antes de la Ley 906 de 2004, estudiando no sólo la 
normativa, sino también, la jurisprudencia al respecto en el marco de los años 
1991 y 20048, pues aquí no sólo hubo un cambio en la norma procesal sino 
también en la constitucional, en la que se cambio el paradigma del Estado, y de 
contera todo el ordenamiento jurídico, además de la inclusión del bloque de 
constitucionalidad. 
La Víctima en el Proceso Penal Colombiano 1991 – 2004 
En el año de 1991 se promulga el nuevo Código de Procedimiento Penal mediante 
el Decreto 2700, en el que por primera vez se incluyeron las denominadas 
“Normas Rectoras”. Esta nueva norma, trajo consigo interesantes aportes para la 
garantía de los derechos de las víctimas, vistas ahora, no sólo como individuos 
particulares sino también como un colectivo, tal como se colige del artículo 43 inc. 
1 donde se definen a las víctimas así: 
ARTÍCULO 43. TITULARES DE LA ACCIÓN CIVIL. La acción civil 
individual o popular para el resarcimiento de los daños y perjuicios 
individuales y colectivos causados por el hecho punible, podrá ejercerse 
ante la jurisdicción civil, o dentro del proceso penal, a elección de las 
personas naturales o jurídicas perjudicadas, o por los herederos o 
sucesores de aquéllas, o por el Ministerio Público o el actor popular 
cuando se afecten intereses colectivos. (Énfasis agregado) 
                                            
7
 SOLÉ SIERRA, Jaume. La tutela de la víctima en el proceso penal. Barcelona: José María Bosch 
Editor, 2003. Citado por: CERÓN ERASO. LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL COLOMBIANO. 
Un análisis constitucional de la Ley 906 de 2004 desde la perspectiva victimológica. Óp. Cit. Pág. 
35. 
8 Para mayor información acerca un análisis histórico-político del desarrollo del proceso penal ver 
por todos: RAMIREZ BASTIDAS, Yesid. Sistema Acusatorio Colombiano. Bogotá: Ediciones 
Doctrina y Ley, 2005. Págs. 41-61. 
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De lo anterior se puede observar cómo se amplió el rango de protección a las 
personas, ya sean estas naturales o jurídicas, lo que podría decirse, aumentó el 
número de legitimados en causa para acudir, tanto al proceso penal como al 
proceso civil, para reclamar sus derechos. Ahora bien, MOLINA9 llama la atención 
sobre un hecho muy importante y es, a qué tienen derecho a reclamar estos 
sujetos procesales, a lo cual responde interpretando conjuntamente el artículo 14 y 
149 del Decreto 2700 de 199110, los cuales daban a la acción civil el alcance de 
tutelar la indemnización de perjuicios y el restablecimiento del derecho, “se estaba 
concediendo a este sujeto procesal un campo de actuación más amplio que aquel 
que se le había dispensado hasta ese momento… noción que supera lo 
meramente patrimonial y se adentra en el campo de la recomposición genérica del 
daño”11. 
Ahora, para hacer valer estos derechos, los perjudicados y las víctimas tenían que 
presentar una demanda, en cualquier tiempo dentro del periodo comprendido 
entre la resolución de apertura de las investigación y el decreto de sentencia de 
segunda o única instancia12, ante el juez penal y con la denominación de demanda 
de constitución de Parte Civil, la cual una vez admitida otorgaba a quien ostentase 
la calidad de parte civil las siguiente prerrogativas:  
…solicitar la práctica de pruebas orientadas a demostrar la existencia del 
hecho investigado, la identidad de los autores o partícipes, su 
responsabilidad, la naturaleza y cuantía de los perjuicios ocasionados. 
Podrá igualmente denunciar bienes del procesado y solicitar su embargo y 
secuestro e interponer recursos contra las providencias que resuelvan 
sobre las materias de que trata este artículo. 
                                            
9
 MOLINA ARRUBLA, Carlos Mario. LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL. Medellín: Biblioteca 
Jurídica Diké y Universidad CES, 2010. Pág. 61. 
10
 Estas normas son del siguiente tenor, art. 14: “Cuando sea posible, las autoridades judiciales 
deberán adoptar las medidas necesarias para que cesen los efectos creados por la comisión del 
hecho punible y las cosas vuelvan al estado anterior, de modo que se restablezcan los derechos 
quebrantados” y art. 149: “Con la finalidad de obtener el restablecimiento del derecho y el 
resarcimiento del daño ocasionado por el hecho punible, el perjudicado o sus sucesores, a través 
de abogado, podrán constituirse parte civil dentro de la actuación penal.” (Énfasis fuera) 
11
 MOLINA. LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL. Óp. Cit. Págs. 35 y 36. 
12
 Artículo 45 del Decreto 2700 de 1991. 
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Cuando se trate de intereses colectivos, en el auto que admita la demanda 
se ordenará la publicación de la misma y el emplazamiento de las 
personas que se crean con derecho de acuerdo con las disposiciones del 
procedimiento civil para que los hagan valer dentro de los treinta días 
siguientes a la última publicación del edicto. Estas diligencias se 
adelantarán en cuaderno separado y tomando las medidas necesarias 
para garantizar la reserva de la investigación. 
Empero, contrario a lo pensado por del Dr. MOLINA, la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia así como la de la Corte Constitucional13, con sentencias 
como: Expedientes No. 10166, de enero 21 de 1998 y 12394, de octubre 7 de 
1999 y C-293 de 1995 o C-475 de 1997 respectivamente, no otorgaron mayor 
alcance a la institución de Parte Civil, que la simple aspiración patrimonial. 
Posición que no fue unánime, por lo menos dentro del alto Tribunal Constitucional, 
como se puede observar en el salvamento de voto a la sentencia C-293 de 199514, 
en el cual los magistrados disidentes parten de un análisis de los valores, 
principios y derechos de las víctimas reconocidos en la Carta Fundamental para 
concluir que la esfera de protección brindada por la Constitución desborda el 
campo indemnizatorio. Lo anterior se puede tomar como las bases filosóficas de la 
sentencia C-228 de 2002, que será analizada más adelante. 
Con la entrada en el nuevo milenio se promulga mediante Ley 600, un nuevo 
Código Procesal Penal, el cual entró en plena vigencia un año después. En él no 
hubo cambios sustanciales en las prerrogativas procesales de las víctimas, y esto 
es entendible pues más que una nueva codificación en realidad fue una 
compilación de distintas normas procesales15, con lo cual se continuó con la 
misma tendencia que en la anterior norma de ritos, pues la legitimación 
nuevamente sucumbe ante el carácter patrimonial de la pretensión, como se colige 
de los artículos 50 y 52, “Este artículo [52] confirma en mi opinión que la búsqueda 
                                            
13
 Citadas por: BUITRAGO RUIZ, Ángela María. La Reforma Procesal Penal en Colombia Ley 906 
de 2004. Bogotá: Academia de Abogacía y Universidad Externado, 2004. Págs. 54 y 55. 
14
 Demanda No. D-810 con ponencia del Magistrado Carlos Gaviria Díaz. 
15
 MOLINA ARRUBLA, Carlos Mario. LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL. Medellín: Biblioteca 
Jurídica Diké y Universidad CES, 2010. Pág. 67. 
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de los intereses patrimoniales es lo que legitima la intervención de la parte civil en 
el proceso penal, pues las demás facultades decaen ante esta causal”16. 
Es sólo hasta el año 2002 que se produce un cambio radical en la jurisprudencia 
constitucional, cuando se declaró inexequible un apartado del artículo 47 de la Ley 
600 de 200017 que establecía el tiempo en el cual se podía presentar la demanda 
de constitución de parte civil. La Corte analizó de manera integral el concepto de 
víctima y el papel que aquella desempeña dentro del proceso penal, concluyendo 
que la actividad procesal de la víctima puede iniciar incluso antes de la apertura 
del proceso y gracias a nuevos componentes de la legitimación los cuales son: la 
verdad y la justicia. 
(…) no permitirle a la parte civil actuar durante esta etapa (Investigación 
previa) o exigir que el acceso al expediente sólo pueda hacerlo mediante 
un derecho de petición, puede llevar a conculcar definitivamente sus 
derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. Tales limitaciones, 
por lo tanto, constituyen una afectación grave del derecho de acceso a la 
justicia que tiene la víctima de un hecho punible. (…) 
En consecuencia, y con el fin de proteger los derechos de la parte civil, la 
Corte declarará la inexequibilidad de la expresión “a partir de la 
resolución de apertura de instrucción” contenida en el artículo 47 de la 
Ley 600 de 2000, como quiera que los derechos a la verdad, a la justicia 
y a la reparación económica dependen de que durante esta etapa se le 
permita a la parte civil intervenir activamente aportando pruebas y 
cooperando con las autoridades judiciales y conociendo y controvirtiendo 
las decisiones que se adopten durante esta etapa, en especial la 
providencia mediante la cual se decide no abrir formalmente la 
investigación.18(Énfasis fuera). 
Esta jurisprudencia, acorde a las tendencia internacionales, fue pacífica durante 
algunos años y en la actualidad es fuente de distintos fallos de la Corte, no 
obstante, con el Acto Legislativo 03 de 2002 y la posterior Ley 906 de 2004, en 
Colombia se implantó un nuevo procedimiento penal, con el que se esperaba no 
solo se mantuvieran los derechos ganados por las víctimas, sino que ampliaran 
mediante mecanismos que los protegieran, empero esto no fue así. 
                                            
16
 BUITRAGO. La Reforma Procesal Penal en Colombia Ley 906 de 2004. Óp. Cit. Pág. 64. 
17
 Artículo que fue revisado en fallos C-101 y C-228 de 2002. 
18
 Sentencia C-288 de 2002, consideración 6. 
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La Víctima en el Actual Procedimiento Penal Ley 906 de 2004 
Como respuesta a un sistema procesal con grandes insatisfacciones y una presión 
extranjera, se creó a órdenes del entonces Fiscal General de la Nación, una 
comisión interinstitucional con el fin de analizar las falencias y proponer 
soluciones19. Esta comisión encontró que la mayor causa de los problemas en la 
justicia se debía al sistema penal actual, el cual era de esquema inquisitivo, por lo 
que propuso un nuevo modelo de tendencia acusatoria pero que no abandonó 
elementos propios del sistema romano germánico20, el cual fue aprobado 
mediante Acto Legislativo 03 de 2002. 
Con fundamento en esta norma, dos años más tarde se promulgó la Ley 906 de 
2004 que establece el actual Código de Procedimiento Penal, en el cual, y 
siguiendo los parámetros del Acto Legislativo, se establece el modelo de 
tendencia acusatoria.  
¿Pero qué consecuencias trajo esto consigo? 
Los supuestos filosóficos en las cuales está basado el C.P.P. vienen del sistema 
judicial estadunidense, en el que las víctimas tienen un papel marginal en las 
actuaciones del proceso21, así las participaciones procesales que tienen son 
mínimas, pues se entiende que el proceso sólo se desarrolla entre dos partes, el 
ente acusador y el acusado, esto lo ha entendido la jurisprudencia local como el 
contenido básico del principio de igualdad de armas (Equality of arms en la 
tradición anglosajona y Waffengleichheit en la tradición europea continental)22. 
                                            
19
 MOLINA ARRUBLA, Carlos Mario. LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL. Medellín: Biblioteca 
Jurídica Diké y Universidad CES, 2010. Pág. 137. 
20
 ORÉ, Arsenio y RAMOS, liza. Aspectos comunes de la reforma procesal penal en América 
Latina. En: ASENCIO MELLADO, José María (coord.) y FUENTES SORIANO, Olga (coord.). 
NUEVOS RETOS DE L JUSTICIA PENAL. Madrid: Editorial la Ley, 2008. Pág. 88. 
21
 En el inicio del proceso son quienes presentan la denuncia y más tarde, en el juicio son sólo un 
medio de prueba; aunque en algunos Estados tienen la posibilidad de formular observaciones en 
las audiencias de sentencia, pero no de objetar la sentencia.  
22
 Referencia: expediente D-6907. Magistrado Ponente: Dr. Jaime Araujo Rentaría.  
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Por lo cual se puede anticipar que en el nuevo procedimiento, las víctimas no 
contarían, de entrada, con mayores recursos en el proceso penal, y así fue, por 
tanto se pasará a analizar cada una de las etapas del proceso traído en la Ley 906 
original, para así saber cuáles eran sus derechos procesales. 
Lo primero que hay que decir es que el proceso acusatorio se divide en tres 
grandes etapas: (i) la Indagación, (ii) la investigación y (iii) el juicio; con dos 
importantes audiencias intermedias, (iv) la audiencia de formulación de acusación 
y (v) la audiencia preparatoria. 
La indagación, es la etapa procesal en la cual se recoge evidencia con el fin de 
determinar si existió o no una acción delictual, de haber existido, conocer los 
posibles responsables, y de haberlos saber si existe sustancia suficiente para 
iniciar una acción penal. En este estadio, como es apenas lógico las partes ya 
pueden iniciar su labor de recolección de elementos de juicio que ayuden a 
sustentar sus pretensiones, como se colige de los artículos 200 y 267 en los que 
se ordenan a la Fiscalía iniciar con sus labores y en el que se faculta al implicado 
o indiciado para “buscar, identificar empíricamente, recoger y embalar los 
elementos materiales probatorios, y hacerlos examinar por peritos particulares a 
su costa, o solicitar a la policía judicial que lo haga”23. Sin embargo, se omite 
cualquier mención a la víctima dejándola fuera de esta etapa. 
Empero, si la Fiscalía, después de hacer su labor investigativo decide solicitar la 
preclusión de la actuación, la víctima puede oponerse a ello ante el juez de control 
de garantías, igual sucede en la aplicación del principio de oportunidad, como 
salvaguarda de su derecho “… A que se consideren sus intereses al adoptar una 
decisión discrecional sobre el ejercicio de la persecución del injusto” consagrado 
en el ordinal f del artículo 11 de la norma de ritos24. 
                                            
23
 Artículo 267 de la Ley 906 de 2004. 
24
 REYES NUÑEZ, Luigui José. Allanamiento a cargos y preacuerdos. Bogotá: Editorial Leyer, 
2010. Pág. 66. 
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La etapa de la Investigación comienza con la audiencia de imputación de cargos, 
promovida por el ente acusador; tiene por objeto la acumulación de elementos 
materiales probatorios que sustenten, en el caso del Fiscal su acusación o por el 
contrario llevarlo a desestimarla y a fundamentar una posible medida de coerción, 
y en el caso del imputado sus descargos, es decir, preparar su defensa. Todo ante 
el juez de control de garantías.  
En esta etapa la víctima tiene mayores derechos procesales, empero no los más 
deseados, pues el estatus que le otorgó la ley procesal es de mero interviniente y 
no de parte, por lo que solo puede como se dijo arriba, oponerse a las solicitudes 
de preclusión (art. 333 C.P.P.) a oponerse a la posición del Fiscal e incluso aportar 
pruebas para ello (art. 328 ídem) y a solicitar medidas cautelares sobre los bienes 
del imputado (art. 92 ídem). Con todo, estas facultades son insuficientes toda vez 
que no puede recurrir las decisiones que en esta etapa se profieran.  
La audiencia de acusación tiene como su propio nombre lo indica, el fin de 
realizar la acusación formal por parte de la Fiscalía en contra del imputado, que a 
partir de este momento comienza a llamarse acusado, mediante escrito en el cual 
se deben relacionar los elementos materiales probatorios con los cuales infirió la 
responsabilidad delictiva. Escrito del que se entrega copia al Ministerio Público y a 
la víctima, con fines informativos25. 
En una segunda parte de esta audiencia se produce el descubrimiento de la 
prueba, además del saneamiento de nulidades, se pone de manifiesto causales de 
incompetencia, impedimentos o recusaciones, y de ser necesario, correcciones al 
escrito de cargos. 
En esta audiencia, de la cual se puede prescindir de la presencia de las víctimas, 
aquellas, no cuentan con ninguna prerrogativa procesal, pues se lleva a cabo por 
                                            
25
 PATIÑO GONZÁLEZ, María Cristina y otros. LA INTERVENCIÓN PROCESAL DE LA VÍCTIMA. 
Especial consideración a los sistemas procesales de la Ley 906/05, 975/05, Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos y Corte Penal Internacional. Bogotá: Universidad Nacional, 
2009. Pág. 50. 
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expreso mandato de los artículos 337 y 344, entre la Fiscalía y el acusado. 
Entonces la única posibilidad de allegar elementos probatorios es por intermedio 
del fiscal. 
Empero para las pretensiones de las víctimas, en esta audiencia pueden ser 
reconocidas como tales. 
La audiencia preparatoria, que sólo requiere la presencia del fiscal, el juez y el 
acusado, tiene por objeto definir lo que se va a debatir y probar en el juicio oral. 
Comienza entonces con un control por parte del juez sobre el correcto y oportuno 
descubrimiento de los elementos de prueba y evidencias solicitados por las partes 
en la audiencia de acusación, para así subsanar cualquier irregularidad. Acto 
seguido, el acusado rebela de manera general los elementos que pretenda hacer 
valer en el juicio como también lo tendrá que hacer el fiscal. 
Como se puede observar, nuevamente es excluida la víctima del escenario 
procesal, la cual para poder aportar o solicitar pruebas, debe hacerlo por conducto 
de la Fiscalía o del Ministerio Público. 
Estas dos últimas audiencias constituyen un verdadero filtro, pues se depuran 
causas insignificantes o inconsistentes, al ser controlada la acusación, las pruebas 
que serán usadas en el juicio y la delimitación del objeto del juicio26. 
Etapa de juicio oral, es aquí donde verdaderamente se cumplen los principios de 
la oralidad, publicidad, inmediación, y una real contradicción donde se determinara 
la responsabilidad del acusado. Esta consta de las siguientes actuaciones: la 
apertura del juicio, los alegatos de apertura, la fase probatoria, los alegatos de 
conclusión y el pronunciamiento del sentido del fallo. Todo esto ante el juez de 
conocimiento.  
                                            
26
 ORÉ, Arsenio y RAMOS, liza. Aspectos comunes de la reforma procesal penal en América 
Latina. En: ASENCIO MELLADO, José María (coord.) y FUENTES SORIANO, Olga (coord.). 
NUEVOS RETOS DE L JUSTICIA PENAL. Madrid: Editorial la Ley, 2008. Pág. 90. 
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Aquí la víctima no tiene ninguna injerencia ni en los alegatos de apertura ni en el 
debate probatorio por ser considerado un sistema de corte adversarial, aunque en 
determinados momentos el Ministerio Público puede llegar a tener intervenciones 
al igual que el juez. Es sólo hasta los alegatos de conclusión que la víctima puede 
participar conforme al artículo 443 C.P.P.  
Una vez establecida la responsabilidad penal, mediante un sentido del fallo 
condenatorio al acusado, la víctima queda habilitada para poder presentar el 
Incidente de Reparación Integral, es aquí y sólo aquí donde conforme a las 
reglas del derecho civil, se puede constituir como parte por ser ella la titular de la 
acción resarcitoria. Este acto es reglado por la norma procesal penal en su libro I, 
título II, capítulo IV. 
Por último, la capacidad para interponer recursos, le están permitidos pero sólo 
sobre lo atinente al incidente de reparación y preclusión, mediante reposición y 
apelación. Y por facultad de los artículos 182 y 193 C.P.P. los recursos 
extraordinarios de casación y revisión, cuando la sentencia resulte desfavorable a 
sus intereses. 
Como se puede concluir, la Ley 906 de 2004 cercenó los derechos procesales de 
las víctimas que otrora fueron reconocidos por la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, lo cual suscito un movimiento ciudadano que preocupado por la 
constitucionalidad de la norma demandó en distintas ocasiones la ley. Empero al 
interior de la Corte se originó una tendencia contraria a la ya establecida por esa 
misma corporación, con fallos que iniciaron en el 2005 y que consolidó su posición 
en el 2007. 
Con todo, estos pronunciamientos y otros, pero principalmente tres sentaron las 
bases de la actual interpretación de la naturaleza jurídica de la víctima y el alcance 
de esta dentro del proceso penal. Por lo consiguiente se pasaran a analizar: 
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Los derechos de las víctimas según la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional 
Ya se estudió cómo la Ley 906/04 alteró –por no decir cercenó– las prerrogativas 
procesales a que tenían derecho las víctimas, ahora se pasará a presentar cómo 
la Corte Constitucional si bien amplió sus garantías, ello no fue suficiente para 
restablecer el daño causado por el actual Código de Procedimiento Penal. Por lo 
cual se verán algunos puntos de fallos que cambiaron la perspectiva de la Corte a 
una contraria a su propia jurisprudencia, algunos de estos son: C-454 de 200627, 
C-209 de 200728 y C-519 de 200729. 
La Corte comenzó como se dijo arriba, con un cambio en la interpretación que 
comenzó en el 2005 y se consolidó en el 2007, al respecto se puede destacar la 
sentencia C-591 de 200530, donde se argumenta que si bien el Acto Legislativo 03 
de 2002 trajo cambios constitucionales, aquellos no alteraron drásticamente la 
Constitución –y por añadidura la interpretación de aquellos tratados incluidos 
mediante el bloque de constitucionalidad– toda vez que se orientaron a la parte 
orgánica y no dogmática31. Por lo cual, se debe entender que el Estado aun 
protege los derechos consagrados en su parte dogmatica, pero mediante unas 
nuevas reglas a las cuales aquellos, se deben subsumir.  
Posteriormente vino el fallo C-454 de 2006 en el cual mediante la teoría de la 
preservación de la norma, el alto tribunal permitió la exequibilidad de los artículos 
135 y 357 de la Ley 906 de 2004 en el entendido que la garantía de comunicación 
a las víctimas y perjudicados con el delito opera desde el momento en que éstos 
entran en contacto con las autoridades, y se refiere a los derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación y, que los representantes de las víctimas en el proceso 
                                            
27
 Referencia: expediente D-5978. Con ponencia del Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
28
 Referencia: expediente D-6396. Con ponencia del Dr. Manuel Cepeda Espinosa. 
29
 Referencia: expediente D-6554. Con ponencia del Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
30
 Referencia: expediente D-5415. Con ponencia de la Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
31
 Consideración 2.2. 
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penal, pueden realizar solicitudes probatorias en la audiencia preparatoria, en 
igualdad de condiciones que la defensa y la fiscalía32, respectivamente. 
Esto significaría un avance, empero en este fallo se dejo marcada una fórmula que 
sería usada con mayor precisión en sentencias posteriores:  
(…)los fundamentos constitucionales de los derechos de las víctimas,  así 
como los pronunciamientos que sobre la ley 906 de 2004 ha realizado la 
Corte, permiten afirmar que la víctima ocupa un papel protagónico en el 
proceso, que no depende del calificativo que se le atribuya (como parte o 
interviniente), en tanto que se trata de un proceso con sus propias 
especificidades, en el que los derechos de los sujetos que intervienen 
están predeterminados por los preceptos constitucionales, las fuentes 
internacionales  acogidas por el orden interno y la jurisprudencia 
constitucional. El alcance de los derechos de las víctimas deben 
interpretarse dentro de este marco33. Énfasis agregado. 
Un año más tarde, en sentencia C-209 de 2007 la Corte moduló su fallo de la 
siguiente manera: eliminando por inconstitucionales las expresiones y contra esta 
determinación no cabe recurso alguno del artículo 32734, y confines únicos de 
información del artículo 337 ordinal (g);35 halló constitucionales, 
condicionadamente los siguientes apartes normativos así: 
El numeral 2 del artículo 284, en el entendido de que la víctima también puede 
solicitar la práctica de pruebas anticipadas ante el juez de control de garantías. El 
artículo 289, en el entendido de que la víctima también puede estar presente en la 
audiencia de formulación de la imputación. El artículo 333 de la Ley 906 de 2004, 
en el entendido de que las víctimas pueden allegar o solicitar elementos 
materiales probatorios y evidencia física para oponerse a la petición de preclusión 
del fiscal. El artículo 344, en el entendido de que la víctima también puede solicitar 
al juez el descubrimiento de un elemento material probatorio específico o de 
evidencia física específica. El artículo 356, en el entendido de que la víctima 
puede hacer observaciones sobre el descubrimiento de elementos probatorios y 
                                            
32
 Énfasis fuera. 
33
 Consideración o punto 46. 
34
 Control judicial en la aplicación del Principio de Oportunidad. 
35
 Contenido de la Acusación y documentos anexos. 
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de la totalidad de las pruebas que se harán valer en la audiencia del juicio oral. El 
artículo 358, en el entendido de que la víctima también puede hacer dicha 
solicitud. El inciso primero del artículo 359, en el entendido de que la víctima 
también puede solicitar la exclusión, el rechazo o la inadmisibilidad de los medios 
de prueba. Los artículos 306, 316 y 342, en el entendido de que la víctima también 
puede acudir directamente ante el juez competente a solicitar la medida 
correspondiente. El artículo 339, en el entendido de que la víctima también puede 
intervenir en la audiencia de formulación de acusación para efectuar 
observaciones al escrito de acusación o manifestarse sobre posibles causales de 
incompetencia, recusaciones, impedimentos o nulidades36.  
Hasta aquí se podría pensar en un avance en la protección a los derechos de las 
víctimas empero declaró constitucionales: el artículo 11 que consagra los 
derechos de las victimas en el proceso penal; el 137 que opera en igual sentido 
pero rige la intervención de la víctima en el proceso penal; el artículo 324, que 
reglamenta las causales de aplicación del principio de oportunidad; el 371 cerró la 
posibilidad a las víctimas de presentar una teoría del caso en la audiencia de juicio 
oral; el 378 que establece el contradictorio se dejó sólo para las partes y 
recuérdese que las víctimas aquí formalmente NO son partes sino meros 
intervinientes especiales; el 391 en el interrogatorio cruzado se vuelve a hablar de 
partes lo que deja por fuera a las víctimas y el 395 que presenta la misma 
problemática. 
Entonces ¿qué hizo la sentencia C-209 de 2007? Por un lado estableció que las 
víctimas tienen plenas facultades y están en igualdad de condiciones que la 
Fiscalía, el defensor o el imputado para actuar dentro de las etapas de la 
Indagación y de la Investigación, así como en las audiencias de acusación y 
preparatoria toda vez que puede recaudar evidencia y ofrecerla, participar 
activamente en cualquier actuación procesal e interponer los recurso de ley frente 
a decisiones que le sean adversas; no obstante el alto tribunal vetó la participación 
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 Cuarto cargo de la parte resolutiva. 
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de aquellas, incluso mediante abogado, en la etapa de juicio oral, dejando el 
articulado como inicialmente estaba, resignando a las víctimas a la voluntad del 
fiscal. 
Para tomar este fallo la Corte utilizó las bases argumentativas de sentencias 
anteriores, tal como se advirtió, así de la C-591 de 2005 entendió que si bien el 
Acto Legislativo trajo cambios constitucionales, estos fueron a la parte orgánica lo 
que significa que no modifico los derechos de las víctimas y de la sentencia C-454 
de 2006 el condicionar esos derechos al nuevo esquema procesal. A estos 
agregó, y basado en la teoría del equality of arms37, que según ella la participación 
de la víctima en un sistema acusatorio, donde el juicio se rige por el principio de la 
adversarialidad, rompería con el principio de igualdad de armas. Y subsume la 
participación de la víctima a las siguientes reglas: 
En efecto, para la Corte el Acto Legislativo deja intactos los derechos de 
las víctimas a la verdad, a la justicia y a la reparación, pero introduce un 
esquema procesal de tendencia acusatoria que debe modificar 
sustancialmente las facultades del perjudicado con el delito. De esta 
manera, bajo la nueva realidad procesal la participación de la víctima en el 
proceso penal depende ahora de 5 factores: 1) Del papel asignado a otros 
participantes, especialmente el del fiscal, 2) Del rol que le reconoce la 
propia Carta Política a la víctima, 3) Del lugar donde se ha previsto su 
participación, 4) De las características de cada una de las etapas 
procesales y 5) Del impacto que esa participación tenga tanto para los 
derechos de las víctimas corno para la estructura y formas propias del 
Sistema penal acusatorio38.  
“De esta manera, para la Corte, los derechos de las víctimas tienen que ajustarse 
al nuevo modelo procesal penal: la intervención de la víctima debe ser armonizada 
con toda la estructura del proceso acusatorio, su lógica propia y la proyección de 
la misma en cada etapa del proceso39.”40 
                                            
37
 Esta teoría significa que el juicio se debe llevar a cabo con igualdad de armas, lo que implica 
igualdad de oportunidades para debatir, para probar, para intervenir, entre otros. 
38
 Sentencia C-209 de 2007 
39
 Ibídem. 
40 PATIÑO GONZÁLEZ, María Cristina y otros. LA INTERVENCIÓN PROCESAL DE LA VÍCTIMA. 
Especial consideración a los sistemas procesales de la Ley 906/05, 975/05, Sistema 
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Finalmente, y analizando los roles de los actores en el proceso penal, la Corte 
entiende que la Constitución otorgó a las víctimas la calidad de interviniente 
especial, con lo cual si bien las deja con facultades procesales, estas no se 
pueden extender a las mismas que una parte dado que el nuevo esquema 
procesal es eminentemente adversarial, es decir, el juicio sólo debe ser entre 
Fiscalía –como ente acusador– y defensa –como sujeto pasivo de la acción–. 
Posteriormente, en sentencia C-516/07, la Corte, de un lado amplía el concepto de 
víctima incluyendo a las indirectas y de otro, declara la constitucionalidad 
condicionada de los artículos 348, 349, 351 y 352 que se encuentran en el título 
sobre Preacuerdos y Negociaciones entre la Fiscalía y el Imputado o Acusado, en 
el entendido que la víctima también podrá intervenir en la celebración de acuerdos 
y preacuerdo entre la Fiscalía y el imputado o acusado, para lo cual deberá ser 
oída e informada de su celebración por el fiscal y el juez encargado de aprobar el 
acuerdo41. 
¿Qué queda por concluir de estos fallos? 
Quedó establecido que en el ordenamiento procesal colombiano, a razón de la 
entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, los derechos procesales de las 
víctimas fueron cercenados, aun y cuando desde su axiología permiten a las 
víctimas grandes prerrogativas42, que en la realidad no se dan por la forma en la 
cual estaba concebido el proceso penal.  
Esto como se mencionó provocó la reacción de distintos ciudadanos que 
acudieron ante la Corte Constitucional con el fin de que devolviera a aquellas sus 
derechos adquiridos por la jurisprudencia de esa misma Corporación, así en un 
principio con algunos fallos fue regresando dichas facultades, pero también fue 
incorporando elementos de juicio que a la postre serían las bases para la definitiva 
                                                                                                                                     
Interamericano de Derechos Humanos y Corte Penal Internacional. Bogotá: Universidad Nacional, 
2009. Pág. 63. 
41
 Punto tercero del resuelve. 
42
 Artículo 11 de la Ley 906 de 2004. 
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exclusión del juicio a aquellos que se suponen son protagonistas43 del proceso 
penal. 
Se concluye entonces, que las víctimas son meros intervinientes especiales con 
plenos derechos procesales en las etapas anteriores a la audiencia de juicio oral, 
pero que gracias a un giro inesperado y poco sostenible, el alto tribunal 
constitucional dejó exequible el articulado que relega a un papel segundario a las 
víctimas en la audiencia de juicio oral la cual dice PATIÑO [es el] espacio donde 
necesariamente debía tener participación plena, pues es ahí donde se produce la 
prueba y se trata mediante diversas estrategias probatorias y argumentativas de 
convencer al juez sobre la existencia del delito y la responsabilidad del acusado 
para materializar los derechos a la verdad, la justicia y la reparación, en tanto se 
declare judicialmente como cierta la versión incriminadora, se sancione en la justa 
medida a los responsables y se genere la condición procesal para dar trámite al 
incidente de reparación integral, que como se sabe, sólo es posible si existe 
lógicamente [sentido del fallo condenatorio]44.  
Una víctima neutralizada en el juicio oral que es realmente el único lugar procesal 
en donde se debate y se decide en definitiva sobre el fondo de la litis, obviamente 
afectará de manera sustancial sus intereses, especialmente cuando los mismos no 
coincidan con los de la Fiscalía45.  
¿Pero por qué se dice que es poco sostenible esta posición de la Corte? 
Para sustentar esta posición hay que tener en cuenta: (i) el contexto de Estados 
Unidos cuando entró en vigencia en Colombia la Ley 906; (ii) participación de las 
víctimas en otros esquemas procesales de tendencia acusatoria; (iii) la atipicidad 
del esquema colombiano; (iv) los compromisos internaciones a los que esta 
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 Sentencia C-454 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño. Punto 46 de las consideraciones. 
44
 PATIÑO GONZÁLEZ, María Cristina y otros. LA INTERVENCIÓN PROCESAL DE LA VÍCTIMA. 
Especial consideración a los sistemas procesales de la Ley 906/05, 975/05, Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos y Corte Penal Internacional. Bogotá: Universidad Nacional, 
2009. Pág. 64. 
45
 Ídem. 
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obligado Colombia y; (v) la naturaleza de la víctima en el proceso penal, éstos 
últimos puntos serán expuestos en apartes distintos. 
Como primer punto hay que mencionar es que el papel de las víctimas en el 
proceso norteamericano ha tenido distintos cambios, así en un primer estadio 
aquellas fueron totalmente excluidas del proceso, empero con el creciente 
movimiento de la Victimología se pone en la mesa el debate sobre los derechos 
que tienen las víctimas en el proceso penal y es así como “a lo largo de la década 
de los 70´s el movimiento popular se ve materializado en la legislación tanto 
federal como estatal cuyo epicentro son las víctimas de los delitos y sus 
necesidades. Así gran parte de la legislación inicial intentó restablecer el derecho 
y el acceso de las víctimas a la indemnización o restitución por las pérdidas 
sufridas producto del delito, sin embargo fueron identificados también otros medios 
de participación de las víctimas en el proceso penal.”46 Lo anterior sirvió de 
antesala para que en el año 82 el presidente Ronald Reagan promulgara el 
“President´s Task Force in Victims of Crime in 1982”47, con el cual se buscó un 
equilibrio entre el derecho del acusado a un juicio justo y el derecho de la víctima a 
la presencia en actuaciones importantes. 
Ya para la década de los noventa al interior del Congreso de los Estados Unidos 
se llevaban a cabo distintos debates acerca de los derechos de las víctimas48 y el 
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 TOBOLOWSKY, Peggy M. Victim Participation in the Criminal Justice Process: Fifteen Years 
After the President’s Task Force on Victims of Crime. En: 
http://www.nesl.edu/userfiles/file/nejccc/vol25/tobolows.pdf consultado el día 27 de octubre de 
2012. 
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 Para conocer más acerca de los antecedentes al President´s Task Force in Victims of Crime, ver: 
AMERICAN BAR ASSOCIATION. The victim in the Criminal Justice System. Visible en: 
http://meetings.abanet.org/webupload/commupload/CR300000/newsletterpubs/victimsreport.pdf 
consultado del día 30 de octubre de 2012. 
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 Derechos como: “Los derechos de las víctimas de delitos a ser tratada con justicia, respeto y 
dignidad; a ser informadas oportunamente y a estar en las diligencias donde el acusado tenga el 
derecho a estar presente; a ser escuchadas en toda diligencia relativa a la detención y liberación 
del acusado, a la negociación de la condena, a la sentencia y libertad condicional; a que se 
adopten medidas razonables de protección a su favor durante el juicio y posteriormente, cuando la 
liberación o fuga del condenado pueda poner en peligro su seguridad; a un juicio rápido y una 
resolución definitiva del caso sin dilaciones indebidas; a recibir una pronta e integral reparación del 
condenado; a que no se difunda información confidencial” tomado de la sentencia C-209 de 2007. 
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valor jurídico con el cual tutelarlos, así en 1996 se discutió acerca de conveniencia 
de elevarlos a rango constitucional, iniciativa que no contó con el suficiente apoyo, 
no porque no fueran importantes o porque no debieran ser tutelados, sino porque 
el implantar dicha enmienda acarraría distintos problemas para su 
implementación49. Sin embargo aquí, como ocurre en con la mayoría de reformas, 
no se produjo un cambio radical pero si dejo implantados puntos de vista que años 
mas tarde se verían materializados.50 
Así en el año de 2004 después de varios debates se promulgó la “Crime Victims’ 
Rights Act” (CVRA) la cual consagra una serie de derechos de las víctimas en el 
proceso penal,51 como por ejemplo ser notificadas y tomadas en cuenta en las 
decisiones de libertad bajo fianza (regla 46), a elegir a un abogado de su 
confianza y a que aquel pueda participar en el juicio (artículo 44.1 y artículo 1), 
entre otros. Lo anterior permite concluir que incluso en el sistema penal acusatorio 
“puro” las víctimas han venido conquistando espacios en la intervención de los 
procesos de enjuiciamiento criminal, toda vez que han ganado su reconocimiento 
como protagonistas de la acción penal.52 
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 Ver por ejemplo la opinión del Juez de la Corte Suprema de Rhode Islan: Joseph R. Weisberger: 
Promover una Ley federal anticipándose a las leyes de cada estado, creará una serie de 
dificultades e imprevisibilidad en los litigios  tanto en tribunales estatales como federales, mientras 
que innecesariamente se estaría negando a las víctimas, los principios y procedimientos 
cuidadosamente razonados, e incluso ya desarrollados, a nivel estatal. Tomado del artículo: House 
Weighs Approach to Victims' Rights, visible en: http://www.uscourts.gov/News/TheThirdBranch/97-
07-01/House_Weighs_Approach_to_Victims_Rights.aspx consultado el día 27 de octubre de 2012. 
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 Ver por ejemplo la opinión de la Fiscal General Janet Reno: A menos que se enmiende la 
Constitución para garantizar los derechos básicos a las víctimas de delitos, nunca vamos a corregir 
el desequilibrio existente en el país entre los derechos constitucionales de los acusados y el actual 
mosaico desordenado de los derechos de las víctimas. Tomado del artículo: House Weighs 
Approach to Victims' Rights, visible en: http://www.uscourts.gov/News/TheThirdBranch/97-07-
01/House_Weighs_Approach_to_Victims_Rights.aspx consultado el día 27 de octubre de 2012. 
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 FEDERAL JUDICIAL CENTER. The Crime Victims’ Rights Act of 2004 and the Federal Courts. 
Visible en: http://www.fjc.gov/public/pdf.nsf/lookup/cvra0001.pdf/$file/cvra0001.pdf consultado el 
día 28 de octubre de 2012. 
52
 Empero, el comité asesor, encargado de desarrollar los derechos consagrados en la CVRA, en 
opinión de algunos no ha hecho una buena labor, incluso se le acusa de no estar acorde a las 
directrices del congreso lo cual no permitiría cumplir el fin con el cual el CVRA fue promulgado. 
CASSELL, Paul G. Treating Crime Victims Fairly: Integrating Victims into the Federal Rules of 
Criminal Procedure. Utah Law Review. Visible en: 
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En segunda instancia, las víctimas en proceso Colombiano les está vedado 
participar en la etapa de juicio oral, por lo tanto no pueden participar de la etapa 
probatoria que se lleva al interior de ésta, ya que sólo se realiza entre fiscalía y 
defensa, sin embargo, en legislaciones de carácter supra-estatal, como la Corte 
Penal Internacional,53 a las víctimas les esta permitida la participación en los 
interrogatorios de los testigos según lo establece la Regla 91 numeral 4 de las 
Reglas de procedimiento y Prueba, incluso pueden presentar, mediante 
apoderado, observaciones y opiniones en la audiencia de juicio oral.
54
 
En tercera instancia, el sistema colombiano es de tendencia acusatoria, lo cual, de 
un lado permite decir que: se trata de un nuevo modelo que presenta 
características fundamentales especiales y propias, que no permiten adscribirlo o 
asimilarlo, prima facie, a otros sistemas acusatorios como el americano o el 
continental europeo,55 y del otro lado: El nuevo diseño no corresponde a un 
típico proceso adversarial entre dos partes procesales que se reputa se 
encuentran en igualdad de condiciones; por un lado, un ente acusador, quien 
pretende demostrar en juicio la solidez probatoria de unos cargos criminales, y por 
el otro, un acusado, quien busca demostrar su inocencia. En desarrollo de la 
investigación las partes no tienen las mismas potestades, y la misión que 
corresponde desempeñar al juez, bien sea de control de garantías o de 
conocimiento, va más allá de la de ser un mero árbitro regulador de las formas 
procesales, sino en buscar la aplicación de una justicia material, y sobre todo, en 
ser un guardián del respeto de los derechos fundamentales del indiciado o 
sindicado, así como de aquellos de la víctima, en especial, de los derechos de 
ésta a conocer la  verdad sobre lo ocurrido, a acceder a la justicia y a obtener una 
reparación integral, de conformidad con la Constitución y con los tratados 
                                                                                                                                     
http://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=1260445 consultado el día 27 de octubre de 
2012. 
53
 Cuya normativa permite encasillar su procedimiento en un sistema de tendencia acusatoria. 
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 Decision on Victim’s Participation, dictada el 18 de enero de 2008 por la SPI I, Doc. Num. ICC- 
01/04-01/06-1119, p. 43. 
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 Sentencia C- 591 de 2005, MP, Clara Inés Vargas Hernández. 
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internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad56 (énfasis fuera). 
Lo anterior basta para concluir que (a) el sistema penal colombiano se debe basar 
en principio en el sistema norteamericano, pero no limitarse a él; y (b) hablando 
materialmente y no formalmente, se evidencia que el juez colombiano no es un 
convidado de piedra que funge como árbitro entre dos partes, pues también puede 
–y debe– intervenir en la etapa de juicio oral, como también a lo suyo hace el 
Ministerio Público. 
Un cuarto punto a consideración es el análisis de los compromisos internacionales 
que tiene Estados Unidos y Colombia, respecto del segundo se enunciarán más 
detalladamente en el aparte de Control de Convencionalidad, pero respecto del 
primero hay que decir que no está obligado ni con la Corte Penal Internacional, ni 
con la Convención Americana de Derechos Humanos, por lo cual puede darse el 
lujo de tener un proceso no ajustado, si no contrario, al Estatuto de Roma y el 
Pacto de San José. 
Por otro lado está un problema que no se ha conciliado en la doctrina y es, qué 
naturaleza jurídica tiene la víctima en el escenario del proceso penal, por 
consiguiente se pasará a continuación a exponer. 
Naturaleza jurídica de la víctima 
En la presente sección se analizará la naturaleza jurídica de la víctima, para 
conocer si es parte procesal o si por el contrario es un mero interviniente, para 
poder entender si su exclusión del juicio oral, es justificada o no. 
Ahora, dentro de la escena del proceso penal, múltiples son sus personajes así se 
encuentran el juez, el fiscal, el ministerio público entre otros que aparecen en ella, 
y como es natural cada uno de ellos tiene un rol distinto, es decir unas 
prerrogativas procesales distintas, las cuales les son reconocidas dependiendo de 
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la naturaleza jurídica que cada una ostente. De aquí deviene la importancia de 
conocer cuál es la naturaleza jurídica de la víctima.  
Concerniente a esto FLORIAN57 postula una clasificación así: (i) los sujetos 
procesales; (ii) las partes; (iii) los órganos auxiliares de los sujetos procesales y 
(iv) los terceros, llamados al proceso con fines de prueba. 
Los sujetos procesales son, entendiendo el proceso penal como una relación 
jurídica formal, entre quienes se desenvuelve y existe esa relación jurídica. 
Aquellos a su vez divididos en principales, por ser indispensables para que exista 
el proceso, es decir, el juez, el fiscal y la defensa y accesorios, quienes 
intervienen en el proceso por iniciativa propia o por llamada. 
Dentro de estos sujetos procesales se encuentran las partes, institución que la 
doctrina penal ha insistido en que debe desligarse de la civil por considerar que 
“son partes, aquel o aquellos sujetos que pretenden una tutela jurisdiccional y 
aquel o aquellos frente a los cuales se solicita dicha tutela”58 esta concepción 
dejaría por fuera a al fiscal. 
Se propone entonces crear una institución desde los problemas y planteamientos 
del derecho penal partiendo de dos elementos59:  
a. La calidad de sujeto de una de las relaciones jurídicas de derecho 
sustantivo (principal o accesorio) deducidas en el proceso. Según esto, será 
parte aquel que inicia o contra el que se inicia en el proceso una relación de 
derecho sustantivo. Elemento sustancial. 
“Este elemento ha sido cuestionado por la doctrina, pues no siempre la 
calidad de parte dentro del proceso corresponde con la titularidad de la 
relación jurídica sustancial60”.  
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 FLORIAN, Eugene. Elementos de Derecho Procesal Penal. Traducción de  PRIETO CASTRO, L. 
Ciudad de México: Editorial Jurídica Universitaria, 2001. Pág. 42 
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 ARMENTA DEU, Teresa. Lecciones de Derecho Procesal Penal. Madrid: Ediciones Jurídicas y 
Sociales, 2007. Pág. 81. 
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 FLORIAN. Elementos de Derecho Procesal Penal. Óp. Cit. pág. 45.  
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b. La atribución al sujeto de que se trata de las facultades procesales 
necesarias para hacer valer la relación sustancial. Elemento formal. 
Ahora hay que decir que tanto ARMENTA como GAVIRIA coinciden en que: 
“tratándose de relaciones jurídicas procesales, el concepto de parte se refiere a 
quienes intervienen en el proceso, sin que interese la relación en que se 
encuentran respecto al derecho sustancial discutido”61. 
Otro de los sujetos procesales son los intervinientes, aunque la Ley 906/09 no 
discrimine entre aquellos y partes,  al incluirlas en un mismo título. Y es todo aquel 
que interviene en el proceso62 
Los órganos auxiliares de los sujetos procesales son, aquellos que coadyuvan a 
los sujetos procesales, tales como los secretarios, la policía judicial y los 
representantes de la defensa, entre otros. 
Los terceros, son  todos aquellos que interviene en el proceso penal y cooperan 
al desenvolvimiento de la relación jurídica procesal sin convertirse en sujetos ni en 
partes, ni en órganos auxiliares de los mismos63. Aquí puede existir una identidad 
entre víctima y testigo. 
Con base en lo anterior se puede decir que la víctima a quien le han sido 
conculcados sus derechos cuenta con la titularidad de una relación jurídica: el 
resarcimiento de su daño así como los derechos a la justicia y a la verdad; y 
cuenta además con esta habilitado con mecanismos para hacer valer sus 
derechos lo que puede llevar a una primera conclusión: la víctima es parte. 
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 ALSINA, Hugo, Fundamentos de Derecho Procesal. vol. 4. México: Editorial Jurídica 
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de la Ley 906/05, 975/05, Sistema Interamericano de Derechos Humanos y Corte Penal 
Internacional. Bogotá: Universidad Nacional, 2009. Pág. 31. 
61
 GAVIRIA LONDOÑO, Vicente Emilio. Víctimas, acción civil y sistema acusatorio. Bogotá: 
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Naturaleza jurídica de la víctima en la jurisprudencia constitucional y la Ley 
906 de 2004 
Una vez analizado la naturaleza jurídica que tiene la víctima dentro de la doctrina, 
se estudiará la jurisprudencia constitucional, toda vez que es ella la que precisa 
los alcances de las normas al contrastarlas con la Constitución. 
Es conveniente recordar que para cambiar de sistema procesal fue necesario 
modificar la Carta Fundamental mediante el Acto Legislativo 03 de 2002, con lo 
que se introdujo un sistema de procesal penal con tendencia acusatoria. El cual en 
su etapa primitiva tomó el concepto civilista de parte al ser su modelo un escenario 
donde se enfrentaban la víctima y el victimario y el que desde la perspectiva 
anglosajona actualmente tiene un esquema triangular, en el cual tienen cabida 
sólo tres partes: el juez, el fiscal y el acusado64. 
Lo anterior daría pie para excluir total y plenamente a la víctima, de la actuación 
penal, sin embargo la Corte reconoció que Colombia no tiene un sistema 
acusatorio puro: 
...sólo respecto de la etapa del juicio, el constituyente precisó sus 
características, enfatizando su carácter adversarial, así no haya 
seguido un modelo puro en este aspecto. Este hecho, tiene incidencia 
en la forma como pueden actuar las víctimas durante esta etapa. 
Como quiera que este carácter adversarial supone la confrontación 
entre el acusado y el acusador, la posibilidad de actuación directa y 
separada de las víctimas, al margen del fiscal, se encuentra 
restringida por el propio texto constitucional que definió los rasgos del 
juicio...65. 
La Corte además destacó que, si bien es cierto el acto legislativo dejó intactos los 
derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, la participación de ellas 
en el nuevo esquema debe superar los siguientes filtros: 
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La forma como puede actuar la víctima en el proceso penal de tendencia 
acusatoria implantado por el Acto Legislativo 03 de 2002, depende de varios 
factores: (i) del papel asignado a otros participantes, en particular al Fiscal; 
(ii) del rol que le reconoce la propia Constitución a la víctima; (iii) del lugar 
donde ha previsto su participación; (iv) de las características de cada una de 
las etapas del proceso penal; y (v) del impacto que esa participación tenga 
tanto para los derechos de la víctima como para la estructura y formas 
propias del sistema penal acusatorio66. 
Entonces, se puede concluir que el Acto Legislativo 03 de 2002 encasilló a las 
víctimas en la figura de Intervinientes Especiales, categoría que la Corte 
Constitucional otorgó un alcance que no fue suficiente para permitirle su 
participación en la etapa de juicio oral, lo que si se hubiera logrado al equiparar 
dicha figura con la de parte, entendida esta última al margen de la interpretación 
civilista toda vez que uno y otro tienen naturaleza y fines distintos, lo cual como se 
ha sustentado suficientemente, va más acorde a las interpretaciones doctrinarias 
de la materia. 
Ahora bien, si Colombia garantiza a todos los ciudadanos el respeto a la dignidad 
humana, la protección a la vida, honra y bienes, una convivencia pacífica y un 
orden social justo, la igualdad, el acceso a la justicia y el debido proceso como 
desarrollo del derecho a la tutela judicial efectiva. Debería existir un mecanismo 
idóneo para la tutela de tales garantías, en el cual pueda participar plena y 
activamente.  
En síntesis, “si la víctima tiene constitucionalmente derecho a la titularidad de la 
acción penal junto con la Fiscalía General de la Nación, procesalmente debe tener 
la calidad de parte en el proceso penal colombiano”67. Empero actualmente, se 
insiste, las víctimas en la etapa de juicio oral sólo puede participar en los alegatos 
de conclusión dejando sus derechos a la voluntad del Fiscal. 
Sobre este último punto cabría decir, en general las víctimas actúan con 
independencia de la Fiscalía, sin embargo específicamente en la etapa de juicio 
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oral al ser excluidas, entran a depender de una especie de Amicus Curiae, en 
cabeza de la Fiscalía, figura que en materia internacional ha sido superada dado 
que en un principio fue implementada por los Tribunales Especiales para Rwanda 
y la antigua Yugoslavia, pero que posteriormente y con la creación de la Corte 
Penal Internacional ésta figura fue dejada atrás, como se puede colegir de sus 
Reglamentos donde se permitió la participación directa e independiente del 
acusador, así por ejemplo, pueden elegir a su apoderado, tiene el derecho a 
presentar pruebas, así como el derecho a presentar (de acuerdo a lo previsto en la 
Norma 24 del Reglamento de la Corte) solicitudes, respuestas y réplicas por 
escrito sobre todas aquellas cuestiones en las que su intervención no haya sido 
expresamente excluida por el Estatuto de Roma y las Reglas de Procedimiento y 
Prueba. 
Precisamente, esto tiene especial importancia si se tiene en cuenta que no 
siempre los intereses de la Fiscalía resultan acordes a los de las víctimas y más 
aun cuando no hay un mecanismo por el cual aquellas hagan un control a las 
actuaciones de los Fiscales. 
Por último, dada la importancia jurídica que implica en la actualidad el derecho 
internacional, pasará a estudiar uno de los distintos compromisos internaciones 
adquirido por Colombia y es respecto a la convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
Control de convencionalidad y derecho colombiano, especial análisis del 
derecho procesal penal nacional 
En el presente acápite lo que se busca es analizar si Colombia está o no acorde a 
las exigencias de los compromisos adquiridos68 internacionalmente mediante 
tratados o pactos –suscritos y ratificados- con especial consideración a dos de 
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ellos, por un lado la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) y por 
el otro, el Estatuto de Roma. 
Una vez avanzado en esto, y de encontrar un sentido positivo de las disquisiciones 
se procederá a concluir, pero de ser negativo se estudiará entonces qué 
implicaciones tiene esto para Colombia en un enfoque del Control de 
Convencionalidad. 
Como es sabido Colombia consagró en su artículo 93 el bloque de 
constitucionalidad, clausula que otorga a los tratados y convenios internacionales 
ratificados por el Congreso, y cuyo objeto verse sobre los derechos humanos y 
prohíban su limitación en los estados de excepción, una fuerza normativa 
equiparable a la constitucional, por lo que su estudio no puede ser pretermitido en 
el presente. 
Lo primero que hay que preguntarse es ¿a qué está comprometido Colombia? 
Dentro de derecho supranacional se destacan las siguientes Declaraciones, 
Convenciones y Pactos69: 
Declaración universal de derechos humanos 
Artículo 8. Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales 
nacionales competentes, que la ampare contra actos que violes sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución o la Ley. 
Declaración americana de derechos y deberes del hombre 
Artículo 25. Toda persona puede recurrir a los tribunales para hacer valer sus 
derechos. Asimismo, debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el 
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cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, 
alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente. 
Pacto internacional de derechos civiles y políticos 
Artículo 2 (…) 
3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
garantizar que: 
a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente 
Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando 
tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio 
de sus funciones oficiales; 
b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera 
otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá 
sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y 
desarrollará las posibilidades de recurso judicial; 
c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya 
estimado procedente el recurso. 
Convención Americana sobre Derechos Humanos 
Artículo 8. (…) 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de 
un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, 
establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación 
penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. (…) 
5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar 
los intereses de la justicia. 
Artículo 25. 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 
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actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la 
ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas 
que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. (…) 
Todo este andamiaje internacional busca la creación de procesos o mecanismos 
idóneos para el restablecimiento de los derechos de las víctimas conculcados, ora 
por una conducta punible ora por otro tipo de daños; ahora bien, estos 
mecanismos –dentro de los cuales está el proceso penal– deben ser acoplados 
para que las víctimas defiendan y hagan valer sus derechos a lo largo del mentado 
proceso o mecanismo. Siendo esto así es claro que al impedir la eficaz 
participación de las víctimas en el juicio oral, Colombia está faltando a sus 
compromisos internaciones. Los cuales ya no son solo frente a los demás Estados 
sino ante las personas, como lo ha entendido la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 
“… no son tratados multilaterales de tipo tradicional, concluidos en función 
del intercambio recíproco de derechos, para el beneficio mutuo de los 
Estados contratantes. Su objeto y fin es la protección de los derechos 
fundamentales de los seres humanos, independientemente de su 
nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como frente a otros Estados 
contratantes. Al aprobar estos tratados de derechos humanos, los Estados 
se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por el bien común, 
asumen varias obligaciones, no en relación con otros Estados, sino hacia 
los individuos bajo su jurisdicción.”70 
Sustancialmente Colombia tiene que cumplir con las normas anteriormente 
reseñadas, esto de un lado, pero por otro lado, junto a estos cánones 
internacionalmente se constituyeron órganos jurisdiccionales supra-estatales, que 
en el caso colombiano influyen principalmente dos: La Corte Penal Internacional 
(CPI), creada en el Estatuto de Roma71 y La Corte Interamericana de Derechos 
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Humanos (CteIDH) establecida por la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos72.  
El primero de ellos, entró en vigencia y funcionamiento recientemente73, y ya se 
han presentado conflictos entre el Estatuto de Roma y el ordenamiento jurídico 
nacional en temas de procesos de paz, como ya lo venía advirtiendo APONTE74 y 
posteriormente se vio reflejado en el informe Kai Ambos, donde después de un 
análisis de la situación colombiana, entre otros aspectos, respecto a las víctimas 
concluye: que la participación de aquellas en los procesos penales no puede 
seguir siendo limitada75, ni ser supeditada al esquema procesal, sea cual sea por 
el que se rija el país76. Pero sin ahondar en esto, sólo se hará una pequeña 
reflexión y es que, para la CPI es fundamental esclarecer los hechos que dieron 
lugar a acción, por ello es tan importante las víctimas en el proceso, ya lo señala 
AMBOS: [se debe dar] la garantía [de la] participación eficaz de las víctimas que 
va mas allá de la (excesiva) reglamentación de sus derechos y facultades 
procesuales.77  
En este orden de ideas, y por otra parte, está la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, la cual tiene funciones jurisdiccionales y consultivas, de las segundas 
se generan las opiniones Consultivas sobre el cómo debe ser interpretada la 
norma, estas no tienen prima facie un carácter vinculante, empero en opinión de 
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GOZAÍNI son: de seguimiento obligatorio, pues es una forma de jurisdicción 
aunque técnicamente no lo parezca78. 
Mientras que en orden de las funciones jurisdiccionales, sus pronunciamientos son 
de obligatorio cumplimiento siempre que el Estado parte haya suscrito la CADH y 
más concretamente, sin reservas a su artículo 62.1 el cual dicta:  
Artículo 62 
1. Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de 
ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, 
declarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención 
especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la 
interpretación o aplicación de esta Convención. (…) 
Lo cual se debe tener en concordancia con el artículo 31.1 de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados que prescribe el principio de buena fe. 
Lo anterior cobra relevancia cuando se pone bajo análisis el ordenamiento jurídico 
nacional a la luz del Derecho Internacional Humanitario, para lo presente, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, y se encontrase contradicción 
entre uno y otro. 
Para dar solución a este problema, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
creó la teoría del Control de Convencionalidad, la cual está orientada a 
salvaguardar la CADH de cualquier violación por parte de los Estados miembros. 
Teoría que fue usada por primera vez en el caso Almonacid Arellano y otros vs 
Chile en los siguientes términos:  
La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al 
imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones 
vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado 
un tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces, como 
parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que les 
obliga a velar porque los efectos de las disposiciones de la Convención no 
se vean mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y 
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que desde un  inicio carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el 
Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de convencionalidad” 
entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la 
Convención Americana sobre  Derechos  Humanos. En esta tarea, el 
Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también 
la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 
intérprete última de la Convención Americana.79 
En una primera etapa, este control se entiende difuso, pues los jueces de cada 
uno de los Estados, debe ceñirse a los preceptos legales, constitucionales y 
supraestatales –tal es el caso de los tratados– y de hallar contradicciones entre los 
dos últimos y los primeros se preferirán aquellos80. (Artículos 4 y 93 
constitucionales). Y en una segunda etapa, dicho control lo realiza la CIDH81. 
Hasta aquí no se presenta ninguna dificultad, ni práctica ni jurídica, y Colombia no 
tendría ningún problema al declarar la constitucionalidad de la Ley 906 de 2004, 
pues aquella encuentra soporte constitucional, pero ¿qué pasa cuando la 
Constitución también contraría la CADH? 
En este aspecto no creemos que ningún juez sea colegiado o singular está en 
capacidad de ejercer dicho control de convencionalidad por expreso mandato de 
los artículos 230 y 93 Superior, pero dejando a un lado este asunto que no se 
ajusta a la órbita de análisis del presente. 
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En estos casos ha sido la misma CteIDH quien ha resuelto dicho conflicto, en 
casos como: “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros vs. Chile)82; o 
Caso Barrios Altos Vs. Perú83. En el caso concreto de Colombia se puede 
mencionar el caso de La Masacre de La Rochela vs. Colombia84. En estos tres 
fallos la CteIDH hace un control de convencionalidad.  
En este orden de ideas y aterrizando mas el tema, como se dijo arriba, Colombia 
está faltando a sus compromisos con el Derecho Internacional Humanitario, toda 
vez que su norma procesal penal contradice los artículos 8 y 25 de la CADH (entre 
otras disposiciones) al privar a las víctimas de un recurso efectivo para hacer valer 
sus derechos, tales como la verdad, justicia, reparación y garantía de no 
repetición, pues la CteIDH en el caso de La Masacre de La Rochela vs. Colombia 
ha indicado que:85: 
(…) según la Convención Americana, los Estados Partes están obligados a 
suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de 
los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados 
de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo 
ello dentro de la obligación general, a cargo de los mismos Estados, de 
garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 
Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 
1.1)86. 
146. Esta Corte ha señalado que el derecho de acceso a la justicia debe 
asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus 
                                            
82
 Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Olmedo Bustos y 
otros vs. Chile. 2001. 
83
 Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Barrios Altos Vs. Perú. 2001. 
84
 Para conocer más acerca del control de convencionalidad y los fallos en contra del Estado 
colombiano, ver por todos: QUINCHE RAMÍREZ, Manuel Fernando. El control de convencionalidad 
y el sistema colombiano. En: Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional 163 
núm. 12, julio-diciembre 2009, pp. 163-190. http://www.iidpc.org/revistas/12/pdf/179_206.pdf 
Consultado en el día 20 de junio de 2012.  
85
 Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso de La Masacre de La 
Rochela vs. Colombia. 
86
 Cfr. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros),  supra  nota 16, párr. 
106;  Caso Goiburú y otros, supra nota 11, párr. 110; y Caso Claude Reyes y otros, supra nota 27, 
párr. 127. 
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familiares, a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo 
sucedido y para que se sancione a los eventuales responsables87. 
147. De otro lado, en cuanto a la alegada violación del artículo 13 de la 
Convención Americana por parte de los representantes, la Corte recuerda 
que el derecho a la verdad se encuentra subsumido en el derecho de la 
víctima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del 
Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades 
correspondientes, a través de la investigación y el juzgamiento que 
previenen los artículos 8 y 25 de la Convención88 
En esta misma sentencia la CteIDH analiza la idoneidad de las diferentes vías 
judiciales internas con que el Estado colombiano cuenta para garantizar los 
derechos de las víctimas como forma de dar cumplimiento a su deber de brindar 
acceso a la justicia y protección judicial89 y junto con otros fallos concluye90:  
Por el contrario, la Corte Interamericana ha puesto de manifiesto de 
manera reiterada que la vía penal es la idónea para garantizar ciertos 
derechos de las víctimas como son el derecho a la verdad, el derecho a la 
justicia y el derecho a la reparación91. Ahora bien, no se trata tampoco de 
la simple posibilidad de contar con un proceso penal cualquiera, sino que 
ha venido perfilando lo que debe entenderse por proceso penal efectivo, 
que es el único que no genera impunidad y que se encuentra vinculado al 
derecho a una investigación seria, imparcial y efectiva92, en donde tanto las 
víctimas como sus familiares cuenten con amplias posibilidades de 
participar y ser escuchados93.  
                                            
87
 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro, supra nota 8, párr. 382; Caso Vargas Areco, supra 
nota 8, párr. 101; y Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 15, párr. 289. 
88
 Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros, supra nota 16, párr. 148; Caso Blanco Romero y otros. 
Sentencia de 28 de noviembre de 2005. Serie C No. 138, párr. 62; y Caso Gómez Palomino. 
Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136, párr. 78. 
89
 Jurisdicción Penal Militar párr. 199 y ss.; Jurisdicción Disciplinaria párr. 205 y ss. y Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa párr. 216 y ss. 
90
 PATIÑO GONZÁLEZ, María Cristina y otros. LA INTERVENCIÓN PROCESAL DE LA VÍCTIMA. 
Especial consideración a los sistemas procesales de la Ley 906/05, 975/05, Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos y Corte Penal Internacional. Bogotá: Universidad Nacional, 
2009. Pág. 25. 
91
 Cfr. Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso de La Masacre de La 
Rochela vs. Colombia, párrafo 215. 
92
 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso de La Masacre de Mapiripán vs. 
Colombia, párrafo 216. 
93
 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso de Las Masacres de Ituango vs. 
Colombia, cit., párrafo 296. 
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Visto esto y en concordancia con la jurisprudencia fijada por la Corte 
Constitucional desde la sentencia C-228 de 200294, se concluye que tratándose de 
pretensiones económicas, podría la víctima recurrir al proceso civil, empero, si 
estas pretensiones superan lo netamente patrimonial, piénsese en orientadas a la 
búsqueda de la verdad o a un reconocimiento por parte del victimario, es apenas 
lógico que la vía civil no será el escenario indicado para acudir. Por lo tanto el 
único camino viable a efectos de pedir la tutela a sus derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación es el proceso penal, proceso que de no adecuarse a los 
requerimientos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en lo 
atinente a la partición de la víctima estaría violando los artículos 1.1, 2, 8 y 25 de 
la citada convención, lo que a la postre generaría un fallo condenatorio por parte 
de la Corte Interamericana de Derecho Humanos que obligaría al Estado 
colombiano a adecuar su norma procesal penal, en virtud del control de 
convencionalidad. 
  
                                            
94
 “El derecho de las Víctimas a participar del proceso penal para lograr el restablecimiento de sus 
derechos, tienen también como fundamento constitucional el principio de participación (artículo 2 
C.N.), según el cual las personas pueden intervenir en las decisiones que los afectan”. 
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CONCLUSIONES 
Una vez hecho el estudio de la situación jurídica de las víctimas en el proceso 
penal, tanto legal como jurisprudencialmente, se ha podido llegar a las siguientes 
conclusiones: 
1. Con el Acto Legislativo 03 de 2002 y el nuevo estatuto procesal se introdujo 
en Colombia un esquema de tendencia acusatoria con el que eliminaron un 
gran número de derechos procesales que otrora fueron reconocidos por la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional. 
2. Actualmente, la Constitución concibe a las víctimas como Intervinientes 
especiales, institución a la que la Corte Constitucional no dio el alcance de 
parte, con criterios formales y no materiales. Con lo cual argumentó que 
aquellas no podían participar activamente en la etapa de juicio oral. Por lo 
que se vio una variación en la jurisprudencia por ella sentada. 
3. Gracias a los fallos de la Corte Constitucional se le dieron a las víctimas 
plenas facultades en la etapas previas y posteriores a la del juicio oral, pero 
por ser meros Intervinientes especiales, fueron privadas de la participación 
en la audiencia más importante: la de juicio oral. 
4. Obedeciendo a criterios sustanciales y no formales, las víctimas deben ser 
consideradas partes en el proceso penal, toda vez que cuentan con la 
titularidad de una relación jurídica y superar así la interpretación restrictiva 
de la figura de Intervinientes Especiales. Esto en concordancia con el 
artículo 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
motivo por el cual se debe producir un cambio en la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional. 
5. Colombia está incumpliendo con las obligaciones por ella contraída 
mediante los distintos tratados, pactos y convenios, en igual sentido el 
actual procedimiento penal viola los artículos 1.1, 2, 8 y 25 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Todo esto hace 
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susceptible al país de ser condenado por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.  
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